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1.- SENTENCIA 622/2022, DE 26 DE SEPTIEMBRE. RECURSO DE CASACIÓN.  NUM.: 
6000/2021 
Ponente Excmo. Sr. D. Antonio García Martínez 
Votación y fallo: 14/09/2022 

 
Materia: Derecho de familia. Divorcio. Pensión compensatoria. Improcedencia, 
a la vista de las circunstancias del caso (edad de la esposa de 63 años, sin 
formación, tras 41 años de matrimonio, con dedicación a la familia), de fijar la 

pensión compensatoria con límite temporal. 
 
«La Audiencia fundamenta la temporalidad de la pensión compensatoria 

(hasta que se lleve a efecto la liquidación del patrimonio ganancial) en la edad 

de la recurrente, su falta de formación, la duración del matrimonio, la edad en la 
que se contrajo, la dedicación a la familia, los ingresos actuales del esposo, y 
sobre todo el patrimonio ganancial.  

Sin embargo, a partir de tales antecedentes, y teniendo en cuenta la 

cuantía en que ha quedado fijada la pensión compensatoria (500 euros 
mensuales), no es posible inferir o alcanzar la convicción, al menos no con alto 
grado de probabilidad, que es lo que exige nuestra doctrina, de que la recurrente 
vaya a superar el desequilibrio económico que el divorcio le ha producido en el 

momento en que se produzca la efectiva liquidación del patrimonio ganancial y, 
por lo tanto, que no es preciso prolongar más allá la percepción de la pensión 
compensatoria, sobre todo teniendo en cuenta que, por su edad y falta de 
formación, su inserción en el mercado laboral es altamente improbable, y que el 

dato del patrimonio ganancial, al que la Audiencia atribuye una singular 
importancia, no tiene un poder de convicción suficiente, dado que se desconoce 
el valor de los inmuebles. Debiendo señalarse a lo alegado por el recurrido en 
relación con la percepción de rentas por alquileres de inmuebles gananciales, 

así como de una futura pensión no contributiva, por un lado, que no se ha 
precisado cuáles son los inmuebles gananciales objeto de arrendamiento ni la 
cuantía de las rentas que se obtienen por los alquileres, y por otro lado, que no 
negar la posibilidad de que la recurrente pueda llegar a percibir una pensión no 

contributiva no es lo mismo que sostener que la percibirá, algo que, en este 
momento, no se puede afirmar con seguridad o, cuando menos, de forma 
altamente probable». Se estima en parte el recurso de casación. 

 

2.- SENTENCIA 632/2022, DE 29 DE SEPTIEMBRE. RECURSO EXTRAORDINARIO POR 

INFRACCIÓN PROCESAL Y DE CASACIÓN.  NUM.: 3100/2021 
Ponente Excmo. Sr. D. Antonio García Martínez 
Votación y fallo: 13/09/2022 

 
Materia: Derecho de familia. Modificación de medidas. Recurso extraordinario 
por infracción procesal. Se estima en parte por falta de motivación. Recurso de 
casación: Situación excepcional y que justifica, con arreglo a nuestra doctrina, la 
suspensión temporal del pago de la pensión de alimentos en tanto las actuales 

circunstancias se mantengan. 
 
«En el presente caso no se ha acreditado que la recurrente perciba 

ingresos.  
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Tampoco existe una mínima presunción de que, pese a no percibirlos, 
disponga de otros medios o recursos económicos, lo que no se puede inferir con 
suficiente fundamento, a través de un enlace preciso y directo según las reglas 
del criterio humano, del hecho de que la recurrente no esté impedida para 

trabajar ni del hecho de que no se sepa si está dada de alta como demandante 
de empleo.  

Y si no consta que la recurrente perciba en estos momentos ingresos por 
ningún concepto y tampoco se dispone de datos que permitan presumir que, 

pese a no contar con ingresos, sí dispone de otros medios o recursos 
económicos con los que poder hacerse cargo de la pensión, lo que se debe 
asumir, a la luz de lo probado y lo que no lo ha sido, es que su actual situación, 
con independencia de la palabra o palabras que se utilicen para calificarla: 

precariedad, indigencia, pobreza, miseria, etc., o de los adjetivos con que se 
pueden calificar: total, absoluta, extrema, plena, etc., no le permite hacerse cargo 
de ella por imposibilidad material, ante la falta de medios. 

Lo anterior pone de manifiesto que la situación es excepcional y que el 

caso es uno de los que justifican, con arreglo a nuestra doctrina, la suspensión 
temporal del pago de la pensión de alimentos en tanto la actual situación se 
mantenga». Se estima en parte el recurso extraordinario por infracción procesal 
y se estima en parte el recurso de casación. 

 
3.- SENTENCIA 633/2022, DE 29 DE SEPTIEMBRE. RECURSO EXTRAORDINARIO POR 

INFRACCIÓN PROCESAL Y DE CASACIÓN.  NUM.: 3077/2021 
Ponente Excmo. Sr. D. Antonio García Martínez 

Votación y fallo: 21/09/2022 
 
Materia: Desahucio por falta de pago de la renta. Enervación de la acción 
improcedente. Recurso de casación. Se desestima. Se reitera la doctrina de la 

sala sobre el requerimiento de pago por medio de burofax entregado por 
servicios de correos y dejado aviso sin que fuera retirado por el destinatario. 

 
«Como decíamos, lo que se plantea en el motivo primero, que denuncia 

la infracción del art. 22 LEC, es la cuestión relativa a la fehaciencia del 
requerimiento que no pudo ser entregado, pero del que se dejó aviso y que, 
finalmente, no llegó a conocimiento del destinatario, debido a su pasividad y 
voluntad de no recogerlo.  

2. La cuestión ha sido abordada en una reciente sentencia que resuelve 
un recurso de casación interpuesto en un proceso de desahucio en el que 
litigaban las mismas partes que ahora lo hacen en este. Es la sentencia 
493/2022, de 22 de junio, en cuyo fundamento de derecho tercero, 

concretamente en su apartado 3.2, anotamos el siguiente razonamiento: […] 
 » En el supuesto que enjuiciamos, el recurrente tenía perfecto 

conocimiento, como es obvio, de que se hallaba en una situación de morosidad 
al adeudar las doce mensualidades de renta objeto de reclamación en el proceso 
y, por lo tanto, sometido a la eventualidad de ser judicialmente demandado. 

Sabía, igualmente, que le había sido remitida una notificación por medio de un 
burofax a través de los servicios de correos; y, pese a tenerla a su disposición 
optó por no recogerla, evitando, de esta forma, por acto dependiente de su 
voluntad, acceder a su contenido.  
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» Los actos de comunicación producen efectos cuando su frustración se 
debe, únicamente, a la voluntad expresa o tácita de su destinatario, o a la 
pasividad, desinterés, negligencia, error, o impericia de la persona a la que va 
destinada, y, en este caso, no consta que la parte demandada no recogiera la 

comunicación remitida por la arrendadora por alguna causa justificada distinta 
de su propia voluntad e interés […]». 

Es claro, a la vista de lo declarado y razonado por la Audiencia Provincial 
en la sentencia recurrida, que esta no ha incurrido en la infracción denunciada ni 

ha conculcado la doctrina que se acaba de dejar anotada, por lo que procede la 
desestimación del motivo y, por lo tanto, la del recurso de casación». Se 
desestima el recurso extraordinario por infracción procesal y el recurso de 
casación. 

 
4.- SENTENCIA 639/2022, DE 4 DE OCTUBRE. RECURSO DE CASACIÓN.  NUM.: 
9444/2021 
Ponente Excmo. Sr. D. José Luis Seoane Spiegelberg 

Votación y fallo: 27/09/2022 
 
Materia: Contrato de arrendamiento de vivienda. Prórroga del contrato en virtud 
de lo dispuesto en el RD Ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan 

medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer 
frente al Covid-19. No procede en los casos de contrato extinguido. 

 
«[…] no se cuestiona que nos hallamos ante un arrendamiento de 

vivienda, tampoco que había transcurrido el plazo de duración mínima legal de 
tres años que fijaba el art. 9 de la LAU, así como que el arrendamiento se 
encontraba en situación de prórroga de un año en aplicación del art. 10 de la 
LAU, en la redacción vigente de tales preceptos. Igualmente, se había 

comunicado al arrendatario la voluntad de no renovar el contrato por parte del 
arrendador con más de 30 días de antelación. El contrato, pues, según la 
legislación arrendaticia urbana se extinguía el 21 de abril de 2020. Ahora bien, 
dentro de dicho plazo de 30 días, entró en vigor, el 2 de abril de dicho año, el 

RDL 11/2020. La comunicación del arrendatario de prorrogar el contrato se 
produjo el 15 de julio de 2020, es decir dos meses y medio después de la entrada 
en vigor de dicha disposición legal. 

Tras la vigencia de dicho RDL 11/2020, se abre un nuevo panorama 

normativo, bajo el cual carece de justificación que el arrendador, tras exteriorizar 
su voluntad de no prorrogar del contrato de alquiler, conforme al art. 10 de la 
LAU, tenga que esperar, antes de ejercitar judicialmente la acción de desahucio 
por expiración de plazo, los seis meses de prórroga a los que se refiere el 

precitado RDL, cuando el arrendatario no le formuló ninguna petición de tal clase, 
y no opera la prórroga por ministerio de la ley, sino a iniciativa del arrendatario.  

Por otra parte, la espera o pasividad del arrendador, en el ejercicio de la 
acción de extinción del contrato, hasta que transcurriera dicho plazo de seis 
meses, conllevaría el juego de la prórroga tácita del art. 10 LAU, que no excluye 

la nueva normativa. 
Tampoco tiene sentido que, cumplidos los requisitos del art. 10 de la LAU 

y transcurrido un significativo periodo de tiempo -dos meses y medio-, durante el 
cual el arrendatario nada manifestó sobre su derecho a acogerse al mentado 

RDL, e interpuesta la demanda, tras su citación a juicio, pueda el arrendatario 
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oponerse a la extinción del contrato, señalando, entonces y solo entonces, que 
se somete al mentado RDL y, por lo tanto, que el contrato se encuentra bajo la 
prórroga de seis meses, con la correlativa desestimación de la acción judicial e 
imposición de costas. 

El contrato de arrendamiento no puede quedar sometido a tal situación de 
incertidumbre, por lo que, al hallarse en prórroga y comunicada, por el 
arrendador, su intención de no prorrogar el vínculo contractual, conforme a lo 
dispuesto en el art. 10 LAU, es cuando el arrendatario deberá exteriorizar su 

voluntad de acogerse al régimen del precitado RDL, antes de que el contrato  
quede legalmente extinguido, pues entonces ya no podemos hablar de prórroga, 
sino de rehabilitación del vínculo contractual, lo que constituye una situación 
jurídica que no fue legalmente contemplada. 

Pues bien, en este caso, el demandado no exteriorizó su voluntad de 
acogerse al RDL 11/2020, que entró en vigor el 2 de abril de 2020, antes de que 
el contrato hubiera vencido, sino, sin ninguna razón que lo justificase, dos meses 
y medio después, el 15 de julio siguiente». Se desestima el recurso de casación. 

 
5.- SENTENCIA 634/2022, DE 3 DE OCTUBRE. RECURSO EXTRAORDINARIO POR 

INFRACCIÓN PROCESAL Y DE CASACIÓN.  NUM.: 4698/2018 
Ponente Excma. Sra. D.ª M.ª Ángeles Parra Lucán 

Votación y fallo: 28/09/2022 
 
Materia: Contrato celebrado, de una parte, por persona con discapacidad y, de 
otra, por quien no reunía el poder de representación de una sociedad. 

Legitimación para impugnar los contratos haciendo valer la discapacidad de un 
otorgante. Ratificación del contrato otorgado en nombre de la sociedad 
defectuosamente representada. 

 

«El argumento que sustenta el primer motivo al amparo de los arts. 1261 
y 1263 CC acerca de que es nulo con nulidad radical o absoluta el contrato 
celebrado por quien, como consecuencia de una demencia, no puede emitir un 
consentimiento verdadero, es meramente instrumental, pues de esos preceptos 

no resulta ningún régimen específico de invalidez. La parte recurrente impugna 
la aplicación por la Audiencia a los contratos celebrados por personas con 
discapacidad del criterio recogido en el art. 1302 CC con anterioridad a la reforma 
por la Ley 8/2021. Lo que pretende la parte recurrente, en definitiva, es que se 

reconozca su legitimación para impugnar el contrato, de acuerdo con lo que se 
argumenta en el motivo segundo. 

Es verdad que, durante algún tiempo, cierto sector doctrinal y alguna 
sentencia consideraron nulos, con nulidad absoluta, los actos del (en la 

terminología de la época) «incapaz no incapacitado» o «incapaz de hecho»; tal 
calificación, en línea con la doctrina jurisprudencial sobre la nulidad, permitió 
ampliar la legitimación para impugnar el contrato y admitir el ejercicio de la acción 
transcurrido el plazo de cuatro años, todo ello en aras de una mayor protección 
de la persona con discapacidad (así, la sentencia de 27 de marzo de 1963, 

aplicando en el caso el régimen de nulidad absoluta, permitió que, superado con 
creces el plazo de cuatro años se declarara inexistente la venta perjudicial de 
una finca otorgada por inexistencia total de consentimiento a instancias de un 
hijo "natural" de la vendedora, conforme al derecho de filiación preconstitucional, 

ROJ: STS 60/1963 - ECLI:ES:TS:1963:60). […]  
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Pero también es cierto que, posteriormente, la opinión doctrinal 
mayoritaria se inclinó por considerar preferible el régimen de la anulabilidad, por 
ser la forma de invalidez que el Derecho predispone para la protección de una 
de las partes del contrato. En esta línea, la sentencia 2/2018, de 10 de enero, se 

hizo eco del análisis funcional que caracteriza en la actualidad la teoría de las 
nulidades de los contratos, de modo que en cada caso debe tenerse en cuenta 
la finalidad de las normas y los intereses en juego. Esto es, en definitiva, lo que 
lleva a cabo de manera correcta la sentencia recurrida. 

En realidad, de lo dispuesto en los arts. 1261 y 1263 CC no resultaba un 
régimen jurídico específico de invalidez y cuando la falta de consentimiento 
derivaba de la discapacidad, el régimen aplicable era el de los arts. 1301 y ss. 
CC. 

La apreciación en un caso concreto de una ausencia total y absoluta de 
voluntad o de conocimiento de un contratante que permitiera hablar de 
inexistencia de consentimiento (lo que en el caso litigioso la sentencia recurrida, 
por lo demás, no llega a afirmar) tampoco conduciría a reconocer la legitimación 

con la amplitud que pretende la parte recurrente, puesto que el régimen de 
ineficacia de los contratos celebrados por personas con discapacidad se fundaba 
en su protección, sin que hubiera razones para tratar de manera diferente y en 
su perjuicio a quien nadie hubiera tomado la iniciativa de incapacitar, ni tampoco, 

como sería el caso, a los actos o contratos otorgados antes de la limitación 
judicial de la capacidad.  

A estos efectos, respecto de la contraparte cabe observar que sería 
paradójico que pudiera invalidar el contrato y obtener la restitución (incluso, como 

pretende al invocar la nulidad radical, fuera de los límites del art. 1304 CC, 
dirigidos a proteger a la persona con discapacidad) cuando no está invocando 
malicia alguna del demandado, de quien dice que adolecía de una falta de 
capacidad absoluta que habría sido incluso conocida por la demandante con 

antelación a la celebración del contrato. Esto último más bien revelaría la propia 
torpeza de la contraparte (nemo propiam turpitudinem allegare potest), e 
impediría que pudiera ejercitar con éxito una acción dirigida a declarar la nulidad 
del contrato y la restitución de las prestaciones en su interés. El mismo 

argumento puede extenderse para negar la legitimación de quien no fue parte en 
el contrato, dado que el interés que invoca deriva de la participación que ostenta 
en la contraparte, sin que, en la instancia, tal como razonó la sentencia recurrida, 
hayan quedado acreditados ni la ilicitud causal ni el fraude o perjuicio de sus 

derechos». Se desestiman los recursos extraordinarios por infracción procesal y 
de casación. 

 
6.- SENTENCIA 636/2022, DE 3 DE OCTUBRE. RECURSO DE CASACIÓN.  NUM.: 

3214/2019 
Ponente Excmo. Sr. D. Francisco Marín Castán 
Votación y fallo: 28/09/2022 
 
Materia: Ley 57/1968. Es inaplicable a favor de los compradores de tres 

viviendas en construcción con una finalidad no residencial. Viviendas 
pertenecientes a una misma promoción que se construía en Brasil. Reiteración 
de doctrina jurisprudencial. 
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«Frente al silencio de los compradores, que nada dijeron en su demanda 
sobre el destino de las viviendas y que tan solo alegaron ambiguamente al 
oponerse al recurso de apelación del banco que las querían para el disfrute del 
matrimonio y de sus hijas, consta que el banco sí opuso desde un primer 

momento, y reiteró en apelación, la finalidad no residencial de las compraventas 
en atención no solo a que los compradores tuvieran una intención inversora, sino 
también a indicios como el número de viviendas y su ubicación (tres 
apartamentos pertenecientes a una misma promoción que iba a construirse en 

el extranjero), en la medida en que cabía razonablemente deducir que un 
matrimonio y sus hijas no podían usar a la vez tres viviendas en el extranjero, 
dada la exagerada distancia además de su domicilio, ni siquiera como residencia 
de temporada o circunstancial.  

2.ª) La sentencia recurrida, apartándose de la referida doctrina 
jurisprudencial, se limita a descargar en el banco las consecuencias negativas 
de la falta de prueba de la finalidad no residencial y a valorar como único indicio 
el hecho de que los compradores no ejercieran una actividad perteneciente al 

sector inmobiliario, ignorando la concurrencia de los restantes indicios 
cualificados de la finalidad no residencial, en especial el número de viviendas 
compradas por un mismo matrimonio y su ubicación […] 

 Además, también procedería estimar el motivo tercero del recurso, 

fundado en infracción de la jurisprudencia sobre el art. 1-2.ª de la Ley 57/1968, 
pues según esta jurisprudencia (p.ej. sentencias 503/2018, de 19 de septiembre, 
411/2019, de 9 de julio, 623/2019, de 20 de noviembre, 644/2019, de 27 de 
noviembre, 147/2020, de 4 de marzo, 189/2020, de 19 de mayo, 406/2020, de 7 

de julio, 453/2020, de 23 de julio, 479/2020, de 21 de septiembre, y 107/2021, 
de 1 de marzo) no incurre en la responsabilidad del citado precepto la entidad de 
crédito que no consta conociera los ingresos de los compradores por haberse 
realizado no por estos sino por una sociedad mercantil». Se estima el recurso de 

casación. 
 
7.- SENTENCIA 640/2022, DE 4 DE OCTUBRE. RECURSO DE CASACIÓN.  NUM.: 948/2019 
Ponente Excmo. Sr. D. José Luis Seoane Spiegelberg 

Votación y fallo: 28/09/2022 
 
Materia: Recurso de apelación. Apreciación de cosa juzgada. Efecto extensivo 
del recurso a codemandados no apelantes unidos por vínculos de solidaridad. 

 
«Es reiterada la jurisprudencia de esta Sala que proclama que el principio 

general de que en segunda instancia no cabe favorecer la situación de quien no 
apela ni se adhiere a la apelación, así como que tampoco es posible entrar en 

cuestiones consentidas por el litigante que se ha conformado con lo resuelto por 
la sentencia de primera instancia, quiebra en aquellos en que los 
pronunciamientos deban ser absolutos o indivisibles por su naturaleza 
(sentencias 712/2011, de 4 de octubre 214/2016, de 5 de abril; 298/2020, de 15 
de junio y 471/2020, de 16 de septiembre, entre otras muchas) […] 

 Las demandadas recurrentes, como obligadas solidarias, fueron 
interpeladas con los otros codemandados en el mismo proceso judicial, 
interesando la condena conjunta y solidaria a abonar a los actores determinadas 
cantidades de dinero, pretensión fundamentada en el mismo contrato de 

reconocimiento de deuda, formalizado en documento privado de 10 de octubre 
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de 2007, suscrito por todos los litigantes, bien directamente o por parte de sus 
causantes.  

Igualmente, todos los codemandados fueron parte en el juicio n.º 12/2014, 
en el que se dictó sentencia n.º 27/2016, de 21 enero, en la que fueron absueltos 

de la misma reclamación por las razones consignadas en tal resolución.  
La sentencia, ahora recurrida, revoca la dictada por el juzgado, y estima, 

en pronunciamiento firme, que existe cosa juzgada, y aunque el recurso de 
apelación interpuesto por las codemandadas D.ª T, D.ª G y D.ª R, en el que 

alegaron también la cosa juzgada, fue declarado desierto, el efecto expansivo 
del recurso interpuesto por los otros obligados solidarios, en la misma posición 
jurídica y en situación de solidaridad procesal, expande su eficacia jurídica con 
respecto a las recurrentes, lo que determina la estimación  del recurso de 

casación  interpuesto, y que el fallo absolutorio se extienda a ellas, dados los 
vínculos de solidaridad sustantiva y procesal concurrentes, que son 
incompatibles con lo resuelto por la Audiencia.  

Este criterio de la fuerza expansiva de lo decidido en el recurso a quienes 

unidos por un vínculo de solidaridad no fueron recurrentes, hace la salvedad de 
aquellos casos en los que la resolución del recurso se basa en causas subjetivas 
que afectan solo a la parte recurrente (SSTS 712/2012, de 4 de octubre y 
241/2016, de 5 de abril y las citadas en ellas); mas, en el caso presente, la cosa 

juzgada acogida por la Audiencia no se trata de una excepción subjetiva, propia 
o personal de uno o varios de los obligados solidarios, sino objetiva y común, 
derivada de la apreciación de la cosa juzgada, que no consiente 
pronunciamientos contradictorios para sujetos que fueron parte en el mismo 

proceso en idéntica posición jurídica, con respecto a los cuales se expandan, 
con carácter vinculante, sus efectos negativos o excluyentes (art. 222.3 LEC)». 
Se estima el recurso de casación. 

 

 
 Octubre 2022 
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